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			Introducción

			Fernando Tuesta Soldevilla

			El domingo 6 de junio de 2021, la empresa Ipsos presentaba los resultados del exit poll o boca de urna, lo que produjo un entendible festejo en la casa de Keiko Fujimori, candidata de Fuerza Popular. En cambio, en Chota, provincia de Cajamarca y cuna de Pedro Castillo, se habló de fraude. No pasaron sino algo más de unas horas y la misma empresa emitió su conteo rápido, que no se basa en entrevistas, sino en la información de las actas de mesa de sufragio, y el resultado se había revertido. A las pocas horas, desde la tienda de Fuerza Popular se afirmó que el proceso electoral estaba viciado y se lo tildó de fraudulento.

			A partir de ese momento se inició un período especial de las elecciones peruanas. Los resultados tardaron más de lo habitual, debido a una serie de acciones legales, con una campaña intensa en medios de comunicación y poco concurridas pero frecuentes manifestaciones que se realizaron durante meses, organizadas bajo la consigna de denunciar un supuesto fraude que favorecería a Pedro Castillo. Era el correlato de una elección caracterizada por el fraccionamiento y la polarización, en medio de una crisis sanitaria mundial producida por la COVID-19. Este contexto único obligó a las instituciones electorales a adoptar protocolos de seguridad que previnieran los contagios, a los partidos a modificar las campañas electorales y al electorado a exigir el abordaje de temas vinculados con la salud pública y la economía. La pandemia, sin duda, afectó tanto los preparativos como el desarrollo y los resultados de esta elección.

			En 2021, el Perú llevó a cabo así sus elecciones generales, para los cargos de presidente, vicepresidentes, congresistas y parlamentarios andinos. Este fue un proceso electoral de una importancia simbólica en lo político y lo electoral. En principio, los comicios de 2021 significaron el quinto proceso consecutivo general ininterrumpido en Perú. Este no es un hecho menor, pues supone el mantenimiento del sistema democrático y de sus instituciones durante más de veinte años, hito nunca producido en la historia republicana.

			A este factor contextual único se le suma la aplicación, por primera vez, de reformas electorales. El proceso de reforma en el Perú, que se inició en 2017 y continuó con un referéndum nacional en 2018, y las propuestas de la Comisión de Alto Nivel de Reforma Política en 2019, tuvieron también un impacto en la elección. En 2021 se aplicó por primera vez la paridad y la alternancia, mayores regulaciones al financiamiento de los partidos, elecciones internas organizadas por las instituciones electorales y nuevas medidas para la inscripción y cancelación de partidos políticos.

			Por último, es necesario destacar que las elecciones del bicentenario también evidenciaron las profundas divisiones políticas y grietas sociales que anidan en el Perú, así como el poco compromiso democrático que poseen las lideresas y líderes políticos. Los resultados electorales no fueron aceptados por el partido fujimorista y su lideresa, Keiko Fujimori, quien sin pruebas ni evidencias denunció un irreal fraude de mesa. Esto se sumó a las presiones y el acoso a las autoridades electorales de la ONPE y el JNE, evento que produjo también manifestaciones y una violencia inusitada para el contexto peruano.

			El sorpresivo resultado de la primera vuelta dio muestras del voto de un país cansado, deprimido, frustrado y también harto. El Perú arrastra ya décadas de un desempeño deplorable de la élite política, tanto del lado de los gobiernos como de la oposición. Las alternancias han sido de tal naturaleza frecuentes, que ningún partido ha logrado que dos candidatos suyos sean elegidos presidentes. Se han sobrevenido gobiernos que han terminado todos desaprobados. Desde hace tres décadas, todos los gobernantes están siendo investigados por sus vínculos con la corrupción. Es entendible que el elector no solo se aleje de los políticos, sino que los rechace firmemente. El voto en el Perú es un incesante azote a los políticos, y una búsqueda de alguien que sea visto como nuevo y que pueda abrir la luz o sacar de su mano el látigo de la venganza o del castigo.

			Esta situación se refleja en un alto número de partidos y candidatos, y bajas proporciones para cada uno en la intención de voto y el resultado final, debido a la falta de conexión de los votantes con el abanico de propuestas ofrecidas. Nunca antes se había llegado a una segunda vuelta con un puñado de candidatos cuya votación, sumada, no llegaba a la mitad del electorado. Candidatos, pues, con bajo apoyo, en un contexto como el descrito, que permitió la aparición de mensajes populistas y radicales, en ambos lados del espectro político.

			Los dos primeros entre los dieciocho candidatos fueron Pedro Castillo y Keiko Fujimori, pero en ambos casos obtuvieron porcentajes de los más bajos de la historia electoral. Ambos solo sumaron un tercio de la votación válida y apenas el 18% del electorado nacional. Los que votaron nulo y en blanco superaron la votación de ambos candidatos. Keiko Fujimori alcanzó casi el 40% de los votos en 2016, pero cinco años después solo llegó a 13,4%, mientras que Pedro Castillo con su 19% no hubiera ganado y siquiera pasado a la segunda vuelta, en ningún proceso electoral desde la década de 1980, en que empezó a aplicarse este mecanismo. Pedro Castillo ganó por escaso margen, pero las urnas reflejaron fielmente la voluntad popular.

			Sin embargo, terminada la elección empezó una «tercera vuelta», pues los perdedores se negaron a aceptar los resultados. Para Fuerza Popular era imposible que Pedro Castillo pudiera ganar sin fraude. A partir de ese momento se comenzó a recabar información, videos, audios y, sobre todo, conjeturas para articular una campaña nunca antes vista que tenía como consigna el «fraude en mesa». Ese partido, Perú Libre, improvisado, carente de cuadros, organización, planes y norte había planificado y ejecutado un operativo tan fino y eficiente que no había sido detectado por los radares, cuidados, candados, supervisores, fiscalizadores etcétera que tiene nuestro sistema electoral.

			Se pasó, por etapas, de afirmaciones que iban desde «miles de impugnaciones», «los muertos que votan», «las firmas falsas», «cientos de suplantaciones» hasta «entréganos el padrón» para desarrollar una serie de argumentos carentes de solidez, pues no dejaban de ser conjeturas y, sobre todo, plantear relaciones de causalidad entre hechos que, pudiendo ser ciertos, no probaban que se había volteado la voluntad popular; es decir, los votos a favor de Pedro Castillo. Nunca en toda la historia de la república se había desarrollado un operativo de desprestigio de un proceso electoral, los organismos electorales y quienes cuestionaban esos argumentos, contando con la venia de la mayoría de los medios de comunicación, que ofrecían una cobertura nunca antes vista.

			Sin embargo, cada cuestionamiento se caía en los diferentes pisos del garantista marco normativo peruano. Uno por uno se desmoronaba, y se pasó de la narrativa del fraude en mesa a movilizar a la población contra el gobierno y los organismos electorales y querer internacionalizar el cuestionamiento, cuando no hablar de golpe. Al borde del fin de esta historia, el argumento de los pocos que ciegamente quedan a favor de la idea de fraude es que se venía el comunismo con Pedro Castillo. No se trataba entonces de demostrar un fraude, sino de que el candidato de Perú Libre no llegue al poder, pues era la mayor de las pesadillas. Es el fin y objetivo último. El medio, no importa; tampoco desconocer el resultado, desprestigiar a las elecciones y dañar el sistema democrático. Total, el fin justifica los miedos.

			Con motivo de las elecciones generales de 2016 el Grupo de Investigación de Partidos y Elecciones (GIPE) de la PUCP, publicó el libro Perú: elecciones 2016 un país dividido y un resultado inesperado, que tenía el propósito de analizar el proceso electoral que dio inicio a uno de los ciclos más tensos de la vida republicana. En esta oportunidad tenemos el propósito de entregar esta nueva publicación que busca hurgar en un proceso electoral no solo complejo, sino lleno de esquinas que no suelen ser vistas con atención, pues se privilegia el resultado final. El presente libro trata de compensar este tipo de acercamientos.

			Para la evaluación de una elección compleja, este libro cuenta con doce investigaciones que analizan desde diferentes perspectivas y con distintos enfoques metodológicos las elecciones bicentenario. Así, se inicia con un artículo de Milagros Campos que se centra en la reforma electoral peruana y las modificaciones que esta ha producido en el sistema electoral. Campos destaca los esfuerzos reformistas iniciados por la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política en 2019 y el contexto de inestabilidad social y política que precedió a las elecciones generales de 2021. Asimismo, el capítulo sistematiza las nuevas reglas de juego y realiza una primera evaluación de su impacto.

			El segundo artículo aborda una de las reformas introducidas en el sistema electoral peruano y cuyo impacto ha sido significativo en la competencia electoral: el ballotage o segunda vuelta. Javier Albán desarrolla una evaluación de esta figura y cómo influye en el comportamiento de las candidaturas y los partidos políticos. Albán destaca que esta institución posibilita que los partidos políticos se polaricen en la primera vuelta, así como los efectos de esta figura en la fragmentación y supervivencia de organizaciones políticas pequeñas.

			La evaluación de las reformas electorales peruanas continúa con la investigación presentada por Mirella Vásquez Oruna. Este estudio analiza las elecciones internas, efectuadas por primera vez en 2020. En un contexto de partidos políticos poco institucionalizados, la selección de candidaturas para la elección popular es un tópico que genera profundas discusiones al interior de los partidos políticos. Debido a ello, la legislación electoral se reformó para que los organismos electorales sean los que organicen estos procesos electorales. Esta modificación es analizada a profundidad en este apartado.

			El proceso de cambio en la legislación electoral también ha abordado aspectos relevantes en la vida de los partidos políticos y sus candidaturas, como el financiamiento político. Para ello, y realizando un análisis de la legislación y la experiencia peruana, Denisse Rodríguez-Olivari evalúa los efectos que han tenido los escándalos de corrupción en las leyes y las campañas electorales. Asimismo, este apartado brinda propuestas para mejorar la regulación del financiamiento político, a fin de que las organizaciones electorales posean un mejor control sobre las finanzas de las organizaciones.

			La figura de las vicepresidencias es una que ha cobrado especial relevancia en el contexto peruano. Esto debido a que la potencial vacancia presidencial activa la sucesión planteada por la Constitución y es el vicepresidente o vicepresidenta quien asume la Presidencia. Con el objetivo de analizar las vicepresidencias, el artículo de Henry Ayala desarrolla un estudio histórico de la conformación de las listas presidenciales analizando su composición y variación a lo largo de los años.

			Una de las reformas más significativas aplicadas por primera vez en Perú ha sido la paridad y alternancia en las listas congresales para las elecciones bicentenario. Diego Uchuypoma y Carla Cueva evalúan esta reforma, que tuvo como objetivo promover la participación igualitaria de mujeres y hombres. Por ello, Uchuypoma y Cueva, mediante el uso de métodos cuantitativos, analizan la presencia efectiva de las mujeres en los partidos y sus votos. En esta misma línea, este artículo también muestra casos de acoso político contra candidatas, haciendo evidente que se requieren mayores medidas que garanticen una competencia electoral igualitaria.

			La evaluación de la campaña electoral y sus mensajes es desarrollada por Verónica Ayala y Enrique Patriau. Mediante un análisis cualitativo, los autores destacan los temas más importantes que estuvieron en debate durante las elecciones bicentenario. A su vez, este apartado evalúa los discursos de los actores mediante entrevistas semiestructuradas a periodistas y otros actores electorales relevantes.

			Bajo esta misma temática, Gabriela Vega y María Claudia Augusto abordan el estudio de las redes sociales y su impacto en las campañas electorales. Estos medios, que cobraron relevancia debido a la emergencia sanitaria del COVID-19, son importantes debido al alcance que estos poseen y a su impacto en los votantes jóvenes. La investigación también utiliza herramientas de investigación cualitativas, como las entrevistas y el monitoreo de medios, y presenta hallazgos que invitan a la reflexión sobre los partidos políticos y su adaptación a la era digital.

			Regresando a la evaluación de elementos del sistema electoral peruano empleado en las elecciones bicentenario, Cristhian Jaramillo evalúa el impacto que ha tenido el voto preferencial en el sistema político y electoral. Esta figura, utilizada desde 1978, influye de manera directa en el proceso electoral y en la organización y el comportamiento de los partidos políticos. Para conocer el impacto de su aplicación, Jaramillo se apoya en una metodología mixta con un análisis descriptivo de las elecciones generales y revisión de literatura sobre el tema.

			La evaluación de los resultados electorales inicia con el capítulo de Paolo Sosa. Este autor se centra en Lima Metropolitana y el comportamiento electoral de la capital del país. Debido a su importancia electoral, pues esta circunscripción concentra un tercio del total de electores, este distrito electoral amerita una evaluación aparte. Mediante una revisión estadística, Sosa precisa las tendencias en la capital y cómo los partidos políticos han desarrollado y promocionado sus mensajes.

			El capítulo de José Luis Incio también aborda el examen de los resultados electorales, aunque desde una perspectiva nacional. Con este objetivo, la investigación de este autor identifica patrones que permitan comprender el comportamiento electoral de los votantes. Mediante técnicas geoespaciales se detallan los patrones territoriales producidos por los resultados de las elecciones congresales y presidenciales, evidenciando la crisis de representación en la que se encuentra el Perú.

			Finalmente, este libro concluye con el estudio de Daniel Encinas y Alejandra Fuentes, quienes realizan un análisis regional de los resultados. Este apartado describe los patrones especiales de voto, destaca las similitudes y diferencias entre las circunscripciones y plantea explicaciones para el comportamiento electoral de la ciudadanía. Así, en él se esboza una agenda de investigación vinculada con la literatura sobre debilidad partidaria, política subnacional y comportamiento electoral.

			El presente texto es el resultado de un esfuerzo colectivo del GIPE por tratar de entender, desde la ciencia política, aquellas variables —aun cuando no sean tan visibles— que intervienen en un proceso electoral. Compartir diagnósticos, enfoques, metodologías diversas pero complementarias es el espíritu que nos ha llevado a entregar este texto, que esperamos ayude a comprender la compleja pero fascinante lucha por el poder que, en democracia, pasa por elecciones plurales, limpias y transparentes.

		

	
		
			La reforma y las reglas de juego

			Milagros Campos1

			Las elecciones de 2021 generaron especial expectativa, principalmente porque se elegía al presidente y al Congreso del bicentenario de la independencia del Perú. Asimismo, se habían implementado significativos cambios en el sistema electoral, incorporando parte de las propuestas de la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política en el año 2019. Este capítulo da cuenta de las propuestas planteadas por la referida comisión, su debate y aprobación en medio de un difícil contexto de crisis política, sanitaria y económica. La crisis política llevó a que en el periodo 2016-2021 hubieran cuatro presidentes y dos congresos. La crisis sanitaria producida por la pandemia cambió las reglas de convivencia desde marzo de 2020, y como consecuencia de ello se suspendió la aplicación de algunas leyes y se dictaron otras de carácter temporal. Los protocolos sanitarios cambiaron las formas de hacer campaña política, además de las restricciones para la publicidad en radio y televisión. El capítulo tiene como objetivo describir el contexto de las elecciones y la aprobación de dieciséis normas de reforma política que inciden fundamentalmente en el sistema electoral, la regulación y el financiamiento de los partidos políticos. 

			1. Contexto político en el que se realizaron las reformas 

			En el año 2016 se eligió un gobierno dividido, de acuerdo con la definición de Sartori (2003). El Congreso estaba controlado por un partido político distinto al oficialista, y por primera vez en la historia republicana el Congreso contaba con mayoría absoluta de un partido de oposición. Aunque no había una gran distancia ideológica entre Ejecutivo y Legislativo, este escenario generó una crisis política en la que el conflicto entre poderes escaló. Esto sucedió a través de mecanismos constitucionales que, si bien canalizaron el conflicto, no lograron contenerlo. 

			El Congreso de 2016 quedó conformado por una bancada oficialista muy reducida, la menor de este siglo. El Ejecutivo lograría 14% de escaños, mientras Fuerza Popular obtuvo el 56% de escaños. El gobierno de Pedro Pablo Kuczynski no solo carecía de mayoría, como ocurrió en el siglo XX con Billinghurst (1912-1914), Bustamante y Rivero (1945-1948) y Belaunde (1963-1968) —cuyos gobiernos terminaron con un golpe de Estado—, sino que tampoco logró coaliciones parlamentarias como las que formaron los presidentes Toledo (2001-2006), García (2006-2011) o Humala (2011-2016), en escenarios sin mayoría, pero con congresos más fragmentados (Campos Ramos, 2020).

			En setiembre de 2017, el presidente del Consejo de Ministros presentó una cuestión de confianza que fue denegada. El 22 de diciembre del mismo año, Kuczynski salió airoso de una moción que pretendía declarar su vacancia por incapacidad moral permanente. Esta fue motivada por información recibida por la comisión investigadora del caso Lava Jato que pondría en evidencia «la falta de verdad en las declaraciones del presidente de la República»2. El 9 de marzo de 2018 se presentó una nueva moción con el mismo objetivo. El fundamento que la sustentó era que el presidente había ocultado la verdad sobre sus relaciones contractuales con el grupo Odebrecht3. Pedro Pablo Kuczynski declaró ante la comisión investigadora el día 16 de marzo; el 21, cinco días después y ante su inminente vacancia, presentó su carta de renuncia y emitió un pronunciamiento a través de la televisión y otros medios, acompañado de su gabinete. En la carta, Kuczynski expresó que «la oposición ha tratado de pintarme como si fuera una persona corrupta y ha conseguido hasta afectar a un grupo de trabajadores sencillos y honestos que laboran en mi domicilio, involucrándolos injustamente en esta artimaña de demolición en contra del Gobierno». El Congreso aceptó su renuncia al día siguiente, rechazando «los hechos y calificativos que el señor Pedro Pablo Kuczynski Godard expresa en su carta de renuncia, puesto que no admite que la crisis política actual que lo ha conducido a renunciar es consecuencia de actos indebidos en los que el propio presidente ha incurrido y que se exponen sustentadamente en la moción de orden del día en la que se propone la vacancia presidencial»4.

			El 22 de marzo de 2018 asumió el mando el vicepresidente Martín Vizcarra, de acuerdo a lo previsto en el artículo 115 de la Constitución que regula la sucesión presidencial. Su gabinete juró el cargo el 2 de abril. Al momento en que Vizcarra asumió la presidencia, la conformación del Congreso ya había cambiado. Con excepción de Acción Popular y la Célula Parlamentaria Aprista, todos los grupos parlamentarios se habían reducido. Fuerza Popular había pasado de 73 a 59 congresistas, Peruanos por el Kambio de 18 a 15. 

			En julio de 2018, Vizcarra propuso una reforma del sistema de justicia, luego de darse a conocer audios que involucraban a altos funcionarios del Consejo Nacional de la Magistratura y magistrados del Poder Judicial. Meses más tarde impulsó un referéndum para reformar la Constitución, aprobando la creación de la Junta Nacional de Justicia, la regulación del financiamiento de partidos, la prohibición de la reelección inmediata de parlamentarios y la restitución de la bicameralidad, aunque desistió de esta última por considerar que el texto aprobado por el Congreso había desnaturalizado la propuesta. En diciembre conformó la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política5, con el objeto de proponer las normas orientadas para la implementación de esa reforma. La Comisión presentó un informe y doce iniciativas legislativas, cuatro reformas constitucionales y ocho reformas legales que abordaron temas vinculados al sistema de gobierno, al sistema de partidos y al sistema electoral. En julio de 2019, tras presentar cuestiones de confianza en torno a algunos de los proyectos de reforma política, y una confrontación con el Poder Legislativo, Vizcarra solicitó, con ocasión del mensaje presidencial de Fiestas Patrias, adelantar elecciones generales. La propuesta fue archivada.

			El 29 de setiembre, Martin Vizcarra, invocando el artículo 134 de la Constitución, disolvió el Congreso al considerar que se había denegado de manera fáctica la cuestión de confianza y convocó a elecciones parlamentarias complementarias para el 26 de enero de 2020. Al momento de la disolución el gobierno contaba con solo el 4% de los escaños. 

			El nuevo Congreso se instaló el 16 de marzo, al día siguiente de la declaratoria de estado de emergencia debido a la pandemia. Nueve partidos políticos lograron representación parlamentaria. Se trataba del congreso con mayor fragmentación al inicio de un periodo, a pesar de la aplicación de la barrera electoral de 5%. Fuerza Popular obtuvo el 11,5% de los escaños, mientras que el partido Peruanos por el Kambio —que modificó su nombre a Partido Político Contigo— no obtuvo representación. Acción Popular obtuvo la primera minoría con 19%, Alianza para el Progreso 17%, Frente Amplio y el Partido Morado cada uno 7%. Ingresaron nuevos actores parlamentarios como el FREPAP con 11,5% y Podemos con 8,5%; y regresaron Unión por el Perú (10%) y Somos Perú (8,46%). 

			Las relaciones del nuevo Congreso con el Poder Ejecutivo se volvieron tensas debido a las medidas para controlar y combatir la pandemia. Un hecho reveló el punto de inflexión en la relación entre ambos poderes: la denegación de la cuestión de confianza al gabinete Cateriano, en el marco del debate y votación al inicio de la gestión en cumplimiento del artículo 130 de la Constitución, el 4 de agosto de 2020. Fue la primera vez que se denegara el voto de confianza al inicio de la gestión de un gabinete desde que este requisito se incorporó en la Constitución de 1993. 

			En setiembre de 2020, Martin Vizcarra libró una primera moción de vacancia por incapacidad moral permanente6. Una segunda moción se presentó 20 de octubre por hechos vinculados a su gestión como gobernador de Moquegua7. El 9 de noviembre el Congreso aprobó la moción y asumió el mando el presidente del Congreso, Manuel Merino. Lo hizo en cumplimiento de la sucesión constitucional establecida en el artículo 115 antes mencionado. Previamente, el nuevo Congreso había acepado la renuncia irrevocable de Mercedes Araoz, segunda vicepresidenta de la República. 

			El 15 de noviembre, Manuel Merino renunció al cargo luego de protestas en las que lamentablemente murieron dos jóvenes. Al día siguiente el Congreso eligió al congresista Francisco Sagasti. El Perú estuvo un día sin presidente. 

			Esta situación bien podría graficarse en la teoría de juegos como un choque de trenes. Así, la crisis política vivida en este periodo se muestra con cuatro presidentes en cinco años, dos congresos y alta rotación de ministros en sectores claves. 

			Paralelamente, desde la instalación del nuevo Congreso, la crisis sanitaria y la crisis económica consecuente produjeron graves efectos en la vida diaria de las personas. A pesar de las medidas económicas dictadas, el incremento de la pobreza fue de diez puntos frente al 2019. El empleo adecuado en el segundo trimestre de 2021, comparado con «igual periodo del año 2019, muestra una disminución de 27%» y «la población subempleada aumentó en 30,3%»8. En el año 2020, el PBI se contrajo en 11,1% (INEI, 2021). 

			La pandemia mostró también la fragilidad de los servicios de salud, no solo en infraestructura hospitalaria sino también en atención primaria. La falta de disponibilidad de oxígeno medicinal causó la muerte de muchos pacientes. Según el portal de la Universidad de Johns Hopkins9, el Perú ocupó para agosto de 2021 el cuarto lugar en tasa de letalidad y el registro de fallecidos era mayor a 197 000.

			En medio de la crisis descrita, el 9 de julio de 2020, el presidente de la República convocó elecciones generales para el domingo 11 de abril de 2021, para la Elección del presidente de la República, vicepresidentes, congresistas de la República y representantes peruanos ante el Parlamento Andino. El 6 de junio de 2021 sería la fecha para la segunda elección en caso de que ninguno de los candidatos a la Presidencia de la República obtuviera, como era previsible, más de la mitad de los votos válidos. El calendario electoral se modificó debido a la pandemia, pero las fechas previstas para las elecciones se mantuvieron sin ningún cuestionamiento. 

			2. Las propuestas de la Comisión de Reforma Política 

			En el año 2019, la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política propuso modificaciones al sistema de gobierno a fin de optimizar la gobernabilidad. Se planteó, entre otros temas, el retorno a la bicameralidad, la renovación por mitades de la cámara de diputados, la elección del congreso en la fecha prevista para la segunda vuelta de la elección presidencial, iniciativas legislativas exclusivas del Ejecutivo en materia presupuestal, elevar la votación calificada de dos tercios para aprobar una ley por insistencia, eliminar la cuestión de confianza obligatoria, racionalizar la censura ministerial y la cuestión de confianza, eliminar la vacancia por la causal de permanente incapacidad moral y ampliar las causas por las que se puede acusar al presidente de la República de conformidad con el artículo 117 de la Constitución, y regular de manera más restrictiva la disolución de la cámara de diputados. Asimismo, se planteó eliminar la prohibición de reelección parlamentaria (Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política, 2019). 

			El informe desarrolló un diagnóstico de los problemas que enfrenta la política peruana en cuatro grandes ejes: a) La existencia de partidos políticos y movimientos regionales precarios y poco representativos. b) Una política altamente vulnerable a prácticas de corrupción, con escasa rendición de cuentas. c) Falta de gobernabilidad y de control político en el sistema de gobierno. d) Limitaciones a la participación electoral y política de los ciudadanos. Cumpliendo con el encargo se elaboraron doce iniciativas legislativas y recomendaciones. 

			El informe y los proyectos de iniciativas legislativas fueron presentados al Ejecutivo el 4 de marzo, sesenta días después de instalada la comisión. El 10 de abril el presidente presentó las doce iniciativas, excluyendo la bicameralidad propuesta. Las iniciativas invocaron el carácter de urgencia previsto en la Constitución, pues todo el marco legal debía estar aprobado un año antes de las elecciones programadas para abril de 2021.

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 1. Proyectos presentados por la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política

						
					

				
				
					
							
							
							Proyecto

						
							
							Tipo de reforma

						
					

					
							
							1

						
							
							Ley de reforma constitucional para promover la gobernabilidad

						
							
							Reforma constitucional

						
					

					
							
							2

						
							
							Ley que modifica la Ley Orgánica de Elecciones respecto al sistema electoral nacional 

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							3

						
							
							Ley que modifica la Ley de Organizaciones Políticas, regula la democracia interna y promueve a la participación ciudadana en el proceso de selección de candidatos

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							4

						
							
							Ley que modifica la Ley de Organizaciones Políticas, la Ley de Elecciones Regionales, la Ley de Elecciones Municipales y la Ley Orgánica de Elecciones, sobre inscripción y cancelación de partidos políticos y organizaciones políticas regionales

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							5

						
							
							Ley que modifica la Ley de Organizaciones Políticas y la Ley que regula la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas e incorpora artículos en el Código Penal, sobre el financiamiento de organizaciones políticas

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							6

						
							
							Ley de reforma constitucional que modifica el artículo 34 de la Constitución sobre impedimentos para ser candidato

						
							
							Reforma constitucional

						
					

					
							
							7

						
							
							Ley que modifica la legislación electoral sobre impedimentos para ser candidato

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							8

						
							
							Ley de reforma constitucional que modifica el artículo 93 de la Constitución 

						
							
							Reforma constitucional

						
					

					
							
							9

						
							
							Ley que modifica la Ley Orgánica de Elecciones para establecer facilidades para el sufragio de la población en condiciones especiales, precisar el principio de neutralidad y garantizar una mejor gestión del proceso electoral

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							10

						
							
							Ley que modifica la Ley de Elecciones Regionales y la Ley de Elecciones Municipales, sobre los sistemas electorales regional y municipal

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							11

						
							
							Ley que modifica las leyes orgánicas de gobiernos regionales y locales para fortalecer la fiscalización y control por los consejos regionales y concejos municipales

						
							
							Reforma legal

						
					

					
							
							12

						
							
							Ley de reforma constitucional que modifica los artículos 191 y 194 de la Constitución sobre el periodo de mandato regional y municipal

						
							
							Reforma constitucional

						
					

					
							
							Fuente: Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política

						
					

				
			

			3. La reforma y las reglas de juego en las elecciones generales de 2021

			Al momento de la disolución del Congreso se habían aprobado algunas reformas y otras estaban en debate. La pandemia cambió la agenda, y el nuevo Congreso debió priorizar la aprobación de normas para realizar las elecciones con los protocolos de salud. A continuación, se desarrolla el marco normativo que se aplicó en las elecciones. 

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 2. Leyes de reforma 2016-2020 con incidencia en el proceso electoral

						
					

				
				
					
							
							Ley Nº

						
							
							Fecha de publicación

						
							
							Título

						
					

					
							
							30518

						
							
							02/12/2016

						
							
							Ley de presupuesto del sector público para el año fiscal 2017

						
					

					
							
							30682

						
							
							18/11/2017

						
							
							Ley que modifica los artículos 4 y 79 de la ley 26859, ley orgánica de elecciones, para optimizar el principio de seguridad jurídica en los procesos electorales

						
					

					
							
							30688

						
							
							29/11/2017

						
							
							Ley que modifica la ley 28094, ley de organizaciones políticas, y la ley 26864, ley de elecciones municipales, para promover organizaciones políticas de carácter permanente 

						
					

					
							
							30689

						
							
							30/11/2017

						
							
							Ley que modifica el título vi de la ley 28094, ley de organizaciones políticas, y la ley 30225, ley de contrataciones del estado, con el fin de prevenir actos de corrupción y el clientelismo en la política 

						
					

					
							
							30717

						
							
							09/01/2018

						
							
							Ley que modifica la ley 26859, ley orgánica de elecciones, la ley 27683, ley de elecciones regionales, y la ley 26864, ley de elecciones municipales, con la finalidad de promover la idoneidad de los candidatos a cargos públicos representativos

						
					

					
							
							30905

						
							
							10/01/2019

						
							
							Ley que modifica el artículo 35 de la Constitución política del Perú para regular el financiamiento de organizaciones políticas

						
					

					
							
							30906

						
							
							10/01/2019

						
							
							Ley de reforma constitucional que prohíbe la reelección inmediata de parlamentarios de la república

						
					

					
							
							30995

						
							
							27/08/2019

						
							
							Ley que modifica la legislación electoral sobre inscripción, afiliación, comités partidarios, suspensión, cancelación, integración y renuncia a organizaciones políticas 

						
					

					
							
							30996

						
							
							27/08/2019

						
							
							Ley que modifica la ley orgánica de elecciones respecto al sistema electoral nacional 

						
					

					
							
							30997

						
							
							27/08/2019

						
							
							Ley que modifica el código penal e incorpora el delito de financiamiento prohibido de organizaciones políticas

						
					

					
							
							30998

						
							
							27/08/2019

						
							
							Ley por la que se modifica la ley 28094, ley de organizaciones políticas, para promover la participación política y la democracia en las organizaciones políticas 

						
					

					
							
							31010

						
							
							27/03/2020

						
							
							Ley que incorpora la tercera disposición transitoria de la ley 26859, ley orgánica de elecciones 

						
					

					
							
							31030

						
							
							23/07/2020

						
							
							Ley por la que se modifican normas de la legislación electoral para garantizar paridad y alternancia de género en las listas de candidatos

						
					

					
							
							31032

						
							
							23/07/2020

						
							
							Ley que modifica el artículo 21 de la ley 26859, ley orgánica de elecciones, para la creación de la circunscripción de electores peruanos residentes en el extranjero

						
					

					
							
							31038

						
							
							22/08/2020

						
							
							Ley que establece normas transitorias en la legislación electoral para las elecciones generales 2021, en el marco de la emergencia nacional sanitaria ocasionada por la COVID-19

						
					

					
							
							31046

						
							
							26/09/2020

						
							
							Ley que modifica el título VI «del financiamiento de los partidos políticos» de la ley 28094, ley de organizaciones políticas

						
					

				
			

			4. Seguridad Jurídica de los procesos electorales 

			El 17 de enero de 2016, en pleno proceso electoral, se publicó la ley 30414, que modifica la ley 28094, ley de partidos políticos. La norma, aprobada por insistencia, modificó temas relevantes que tuvieron consecuencias en el proceso electoral en marcha. No desarrollaremos el impacto de esa norma; sin embargo, como consecuencia de ella, el Congreso estableció una regla de seguridad jurídica en los procesos electorales. Lo hizo en el artículo 4 de la ley orgánica de elecciones, al establecer que «Todas las normas con rango de ley, relacionadas con procesos electorales o de consulta popular que se publican desde un año antes del día de la elección o de la consulta popular, tienen vigencia el día siguiente de la publicación de la resolución que declara la culminación del proceso correspondiente. Todas las normas reglamentarias relacionadas con procesos electorales o de consulta popular que se publican desde su convocatoria, tienen vigencia el día siguiente de la publicación de la resolución que declara la culminación del proceso correspondiente».

			La iniciativa fue propuesta por el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) con el propósito de «no perturbar el normal desarrollo de los procesos electorales» y garantizar «el marco normativo aplicable a cada proceso, obligando a que toda reforma se realice con la debida anticipación, permitiendo a la ciudadanía y organizaciones políticas conocer de las mismas a fondo y prevenir la comisión de conductas prohibidas»10. Disuelto el Congreso en setiembre de 2019, el nuevo Congreso encontró algunos proyectos pendientes, por lo que aprobó la ley 31010, modificando la misma Ley Orgánica de Elecciones. La ley incorporó una disposición transitoria en la que establecía un plazo excepcional para determinar el marco normativo aplicable al proceso electoral de abril: seis meses antes del mismo. 

			5. Idoneidad de Candidatos 

			En 2018, mediante ley 30717, se buscó promover la idoneidad de los candidatos a cargos públicos representativos, restringiendo los derechos políticos de quienes hubieren sido condenados a pena privativa de la libertad por la comisión de delitos referidos al terrorismo, apología al terrorismo, tráfico ilícito de drogas o violación de la libertad sexual; el impedimento resulta aplicable aun cuando el sentenciado hubiera sido rehabilitado. Esta limitación alcanzó también a las personas que, por su condición de funcionarios y servidores públicos hubieran sido condenadas a pena privativa de la libertad por la comisión de delitos dolosos de colusión, peculado o corrupción de funcionarios, aun cuando hubieran sido rehabilitadas.

			Entre las iniciativas propuestas por la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política, se planteó un impedimento para quienes hubieren sido sentenciados en primera instancia por delitos cuya pena fuera mayor a cuatro años. Esta propuesta fue motivada por las denuncias en los últimos procesos electorales respecto de un creciente número de candidatos al Congreso y a cargos regionales y municipales que contaban con procesos penales o, inclusive, sentencias por delitos dolosos vinculados a actos de corrupción. Estos hechos socavan la confianza ciudadana en la política y debilitan la democracia. Por estas razones, la comisión propuso una medida que funcione como filtro, a fin de contribuir a lograr que postulen candidatos idóneos, en la misma línea de la ley antes mencionada. La propuesta se fundamentó en lo establecido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que admite limitaciones a los derechos políticos por condena de juez competente en proceso penal. El impedimento para postular sería en un proceso electoral específico, y alcanzaba a quienes tuvieren en ese momento sentencia en primera instancia por delitos graves. 

			Si bien esta propuesta constituye una limitación al ejercicio del derecho de ser elegido, el Tribunal Constitucional ha señalado que los derechos fundamentales pueden ser limitados, restringidos o intervenidos en alguna medida cuando dicha limitación, restricción o intervención resulten justificadas en la protección proporcional y razonable de otros derechos fundamentales11. Esta limitación se daría en defensa del sistema democrático como bien colectivo y no sería permanente. 

			La reforma constitucional se aprobó mediante ley 31042. La ley establece impedimentos para postular a cargos de elección popular, las personas sobre quienes recaiga una sentencia condenatoria emitida en primera instancia, en calidad de autoras o cómplices, por la comisión de delito doloso. El Congreso agregó el mismo impedimento para ejercer la función pública, mediante designación en cargos de confianza. La aplicación de la norma constitucional fue el fundamento de la resolución 00056-2020-JEE-LIC1/JNE, que declaró improcedente la inscripción de la candidatura a la segunda vicepresidencia de la República de Vladimir Roy Cerrón Rojas por el partido político Perú Libre12. Por este motivo, la plancha presidencial elegida solo contaba con una vicepresidencia.

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 3. Candidaturas a elecciones generales 2021

						
					

				
				
					
							
							Tipo de Elección

						
							
							Exclusión

						
							
							Improcedente

						
					

					
							
							Congresal

						
							
							198

						
							
							269

						
					

					
							
							Parlamento Andino 

						
							
							25

						
							
							20

						
					

					
							
							Presidencial 

						
							
							-

						
							
							5

						
					

					
							
							Total general 

						
							
							223

						
							
							294

						
					

					
							
							Fuente: Jurado Nacional de Elecciones. Elaboración propia.

						
					

				
			

			Como puede observarse en la tabla 3, en el proceso electoral de 2021 se eliminaron 517 candidaturas por diversas causas previstas en la ley, además del impedimento citado en el párrafo anterior. Así, por ejemplo, la ley de organizaciones políticas prevé una declaración jurada de hoja de vida que debe ser presentada por cada candidato. En ella se incluyen la relación de sentencias condenatorias firmes impuestas al candidato por delitos dolosos, la relación de sentencias que declaren fundadas las demandas —que hubieran quedado firmes— interpuestas contra los candidatos por incumplimiento de obligaciones familiares o alimentarias, contractuales o laborales, o por incurrir en violencia familiar, así como una declaración de bienes y rentas, de acuerdo con las disposiciones previstas para los funcionarios públicos. La omisión de la citada información o la incorporación de información falsa dan lugar al retiro del candidato. 

			6. Inscripción y cancelación de organizaciones políticas

			Hasta 2019, la legislación establecía entre los requisitos para la inscripción de una organización política presentar una relación de adherentes en número cercano al millón de ciudadanos identificados con firma y número del documento. Los adherentes no asumían ningún compromiso con el partido cuya inscripción apoyaban. Este requisito formal no era prueba de enraizamiento social, más bien constituía una barrera de entrada burocrática, irrazonable y fuente de problemas diversos. Adicionalmente, se mantenía la inscripción de partidos que no participaban en elecciones. Con ello se facilitaban candidaturas improvisadas que funcionaban como franquicias o, como se les ha denominado, «vientres de alquiler». La Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política planteó eliminar ese requisito, exigir la participación de los partidos en todos de los procesos de elecciones generales y contar con un padrón de al menos 15 000 afiliados, número que correspondía a los cargos de elección popular en disputa en elecciones generales y subnacionales. Adicionalmente, la reforma incluyó la exigencia de que el 80% de los candidatos que se presenten a cualquier electoral sean afiliados al partido. 

			El 27 de agosto de 2019 se publicó la ley 30995, que modificó la legislación electoral sobre inscripción, afiliación, comités partidarios, suspensión, cancelación, integración y renuncia a organizaciones políticas, y eliminó el requisito de las firmas. En cambio, establece que la solicitud de inscripción de un partido político debe estar acompañada de la relación de afiliados equivalente al 0,1% de los ciudadanos del padrón aprobado para el último proceso electoral nacional, entre otros requisitos. 

			Respecto de la cancelación de organizaciones políticas, la nueva ley establece que esta procede si al concluirse el último proceso de elección general no se hubiera alcanzado al menos cinco representantes al Congreso en más de una circunscripción y, al menos, 5% de los votos válidos a nivel nacional. Con fecha 10 de agosto de 202113, el JNE declaró concluido el proceso electoral. En setiembre, el Registro de Organizaciones Políticas canceló la inscripción de quince partidos políticos por no cumplir con los requisitos de ley para mantener su vigencia. El caso del Partido Morado era peculiar, pues obtuvo tres representantes, razón por la cual se le notificó la cancelación de la inscripción, presentándose la paradoja de lograr representación parlamentaria, pero perder la inscripción y no tener el número mínimo de cinco congresistas para conformar un grupo parlamentario. El partido apeló la decisión, logrando un fallo favorable del JNE14. La autoridad electoral citó el acuerdo del Pleno del 14 de enero de 2020, que interpreta la valla de cancelación de inscripción, en sentido estricto, por su contenido, y promoviendo la protección al derecho de la participación política. De manera que respecto del literal a) del artículo 13 de la Ley de Organizaciones Políticas, al restringir el derecho fundamental a la participación política, precisa que: i) la norma restringe un derecho fundamental, por lo que debe ser interpretada en sentido estricto, por lo que resulta improcedente su aplicación extensiva; ii) en la interpretación de la norma legal no solo se deben aplicar los criterios gramaticales, sistemáticos, teleológicos, entre otros, sino que, «al regular y restringir el ejercicio de un derecho fundamental, se debe promover una mejor protección de la participación política, descartándose la que restringe o limita este derecho: criterio asumido por el Tribunal Constitucional (STC-00075-2004-AA/TC, FJ-6, 20/05/2004)». Advierte que la norma contempla una sanción —la cancelación—, por lo que para aplicarse «debe garantizarse, expresa, precisa e inequívocamente», que la concurrencia copulativa de los dos requisitos —cinco representantes al Congreso en más de una circunscripción y, al menos, 5% de los votos válidos a nivel nacional en la elección del Congreso— se ha materializado. Concluye señalando que «el Partido Morado no alcanzó al menos 5 representantes al Congreso en más de una circunscripción; no obstante, sí alcanzó el 5 % de los votos válidos a nivel nacional en la elección del Congreso. Así las cosas, al no configurarse la condición B, entonces, la consecuencia de cancelación de inscripción como partido político no se materializa».

			Debido a la pandemia se suspendió la adecuación a las nuevas disposiciones para los partidos políticos registrados. Asimismo, se dictaron medidas transitorias para las elecciones generales 2021, en el marco de la emergencia nacional sanitaria ocasionada por la COVID-19. Cabe señalar que otros países habían postergado sus elecciones o dictaron medidas para realizar las elecciones en dos días consecutivos. La decisión en el Perú fue ampliar el horario de votación de 7 a.m. a 7 p.m. Se recomendó la publicación de protocolos para la realización de elecciones en el contexto descrito que serían coordinados por la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) y el Ministerio de Salud. Asimismo, se dispuso la exoneración de multas por omisión al sufragio o inasistencia a la integración de las mesas de sufragio para las personas en grupos de riesgo para COVID-19. 

			7. Democracia interna15 

			Las elecciones internas constituyen una herramienta útil para estimular mayor competencia en los procesos de nominación de candidatos al interior de los partidos. La Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política propuso elecciones primarias abiertas, simultáneas y obligatorias, conocidas por las iniciales de las palabras como PASO. Con ello se buscaba dar mayor legitimidad al sistema político y permitir que los ciudadanos participen en la renovación y selección de candidatos usando el voto preferencial. Otro efecto importante en el sistema político sería la reducción del número de partidos políticos, excluyendo a aquellos con pocas preferencias electorales. Así, los partidos aptos para competir en elecciones generales tendrían que pasar una barrera del 1,5% de electores a nivel nacional en las primarias. 

			En julio del año pasado el Congreso aprobó la suspensión de las primeras PASO debido a la pandemia. El día 22 de agosto de 2020 se publicó la ley 31038, ley que establece normas transitorias en la legislación electoral para las elecciones generales 2021, en el marco de la emergencia nacional sanitaria ocasionada por la COVID-19 que regula, entre otros temas, las modalidades de elecciones internas. En aplicación de la citada ley, estas fueron organizadas por la ONPE. 

			Las nuevas reglas establecieron que: i) Los candidatos en las elecciones internas deben estar afiliados a la organización política por la que deseen postular y registrar dicha afiliación en el Registro de Organizaciones Políticas del JNE, como máximo hasta el 30 de setiembre del mismo año. ii) Cada organización política está facultada a establecer mayores requisitos. iii) Las elecciones internas pueden realizarse de acuerdo con dos modalidades: a. Elecciones con voto universal, libre, voluntario, igual, directo y secreto de los afiliados. b. Elecciones a través de los delegados, quienes previamente deben haber sido elegidos mediante voto universal, libre, voluntario, igual, directo y secreto de los afiliados. iv) La Oficina Nacional de Procesos Electorales establece los mecanismos de votación, manuales o electrónicos, presenciales o no presenciales, de los electores en las elecciones internas, garantizando transparencia, accesibilidad y legitimidad de las mismas, para lo cual debe disponer la realización de las auditorías que correspondan y la publicidad de sus resultados.

			
				
					
					
				
				
					
							
							Tabla 4. Modalidad de elecciones internas según organización política

						
					

				
				
					
							
							Modalidad

						
							
							Partido Político

						
					

					
							
							Por afiliados 

						
							
							Acción Popular 

							Frente Amplio por Justicia, Vida y Libertad 

							Juntos por el Perú 

							Partido Aprista Peruano 

							Partido Democrático Somos Perú 

							Partido Morado 

							Partido Nacionalista Peruano

						
					

					
							
							Por delegados 

						
							
							Alianza para el Progreso

							Avanza País - Partido de Integración Social 

							Democracia Directa

							Frente de la Esperanza 2021 

							Frente Popular Agrícola FIA del Perú - FREPAP 

							Fuerza Popular 

							Partido Político Contigo 

							Partido Popular Cristiano 

							Perú Libre 

							Perú Nación 

							Perú Patria Segura 

							Podemos Perú 

							Renacimiento Unido Nacional Restauración Nacional 

							Solidaridad Nacional 

							Todos por el Perú 

							Unión por el Perú 

						
					

					
							
							Fuente: Perfil Electoral N° 3. Jurado Nacional de Elecciones

						
					

				
			

			8. Paridad y Alternancia16 

			El Perú estrenó en las elecciones de abril la regla de paridad y alternancia, lo que parece haber incrementado la representación de mujeres en el Congreso a pesar de haberse mantenido el voto preferencial. La cuota de género se aprobó en el año 199717. La ley dispuso que las listas debían incluir no menos del 25% de mujeres o varones, incrementándose a 30% en 200018. La cuota se aplicó por primera vez en las elecciones del año 2000, duplicando la representación femenina de 10,8 a 20%; en 2001 alcanzó el 18,3%; en 2006, 29,1%; en 2011, 21,5%. En 2016 llegó al 28%, en el proceso de elecciones congresales de 2020 a 26%. Para el periodo 2021-2026 el número de mujeres parlamentarias es de 37,7%.

			En 2019 se había aprobado la primera ley de paridad y alternancia en elecciones parlamentarias. Se aplicaría de manera escalonada: 40% en 2021, 45% en 2016 y 50% en el año 2031. Esta ley estableció que los organismos electorales y de la Defensoría del Pueblo analizarían las medidas dictadas para promover la participación de la mujer en la política19. El 23 de julio de 2020 el nuevo Congreso publicó la ley 31030, por la que se modificó la Ley 30996, a fin de garantizar paridad y alternancia de género en las listas de candidatos. La nueva ley no solo elimina la aplicación progresiva, sino que la extendió a la lista de candidatos a la presidencia, en la que se elige al presidente y dos vicepresidentes20, así como a las listas para elecciones subnacionales21 y los cargos de la dirigencia de los partidos políticos22. 

			Como resultado de la aplicación de la ley, se incrementó sustancialmente el número de candidatas en las planchas presidenciales. Si se comparan las elecciones de 2016 y 2021, aun cuando solo hubo dos candidatas a la presidencia en ambos procesos electorales, la participación de las mujeres en las planchas se incrementó de 26% a 37%. 

			La participación política de las mujeres se vino incrementando desde 2001, siendo de 39% desde 2006. En las elecciones de 2020 el número de candidatas mujeres al Congreso llegó, en promedio, al 40% de las listas23. Sin embargo, no hubo mandato de posición. Con la nueva ley, las candidaturas de mujeres al Congreso llegaron al 50%. El resultado, 37,7% de mujeres elegidas, mostró la importancia de la ubicación de las candidaturas pues la alternancia permitió mayor visibilidad de las mujeres, en elecciones con listas cerradas y no bloqueadas. 

			9. El factor del voto preferencial24 

			El voto preferencial, candidaturas en lista cerradas y no bloqueadas, no es frecuente en la región. Si bien no es intrínsecamente negativo, tiene muchos efectos perniciosos, en los partidos, en las campañas, en el control del financiamiento. Su eliminación ha estado en el debate público prácticamente desde su incorporación, en 1978. El Congreso aprobó la eliminación del voto preferencial, pero dispuso su vigencia para las elecciones de 202125.

			¿Cuál es el impacto del voto preferencial en la elección de mujeres? En 2001, de las 22 congresistas electas, cinco lograron su elección gracias al voto preferencial (23%). En 2006, de las 35 mujeres electas, quince (43%) mejoraron su posición. En 2011, de las 28 (43%), doce fueron elegidas gracias al voto preferencial. Un trabajo reciente del JNE26 señala que, si se hubiera eliminado el voto preferencial en 2016, seis mujeres más hubieran sido congresistas; si lo hubieran hecho en 2020, ocho. Sin embargo, los estudios (Gallo & Sample, 2008; Campos Ramos, 2016) encuentran que no hay relación significativa entre el uso del voto preferencial y la elección de mujeres. Lo que muestra esta elección es que el número en la lista sí es un factor muy relevante. Visibilizar a las candidatas les brinda mejores posibilidades de ser elegidas. 

			10. Circunscripción de peruanos en el exterior 

			Hasta las elecciones parlamentarias extraordinarias celebradas en enero de 2020, los peruanos residentes en el exterior votaban como electores de la circunscripción de Lima. Mediante ley 31032 publicada el 23 de julio de 2020, se creó la circunscripción número veintisiete, para los peruanos residentes en el exterior. 

			La comisión de reforma política había propuesto la creación de esta circunscripción, pero en el marco de restablecimiento de la bicameralidad y con un número mayor de parlamentarios. Hoy son 130 en un congreso unicameral en el que existe una desproporción en el número de representantes en algunas circunscripciones. Así, al reducirse el número de representantes por Lima se agrava la subrepresentación. De las propuestas formuladas, ha quedado pendiente regular el voto postal o voto electrónico no presencial. La participación de peruanos en el exterior regularmente es baja, pues entre otras razones, se dificulta el desplazamiento de los peruanos hasta el consulado a causa de las distancias que deben recorrer.

			Para las elecciones de 2021, 997 033 electores, elegirían a dos representantes. La participación de los peruanos en el exterior en las elecciones parlamentarias fue de 23%. Los dos representantes elegidos pertenecieron a los partidos Renovación Popular y Fuerza Popular, recibieron 4619 y 1773 de votos respectivamente. 

			11. La prohibición de reelección parlamentaria

			En enero de 2019 se publicó la reforma constitucional que prohíbe la reelección parlamentaria. Fue aprobada en el referéndum de 2018 con el 85,81% de votos. La propuesta se fundamentó en la necesidad de equiparar la prohibición de reelección para todas las autoridades de elección popular, así como fomentar la alternancia. 

			La prohibición de reelección inmediata de congresistas no ha sido parte de la Constitución histórica. La tradición constitucional ha sido la de la elección parlamentaria, sin límites. En la región, solo Costa Rica la prohíbe.

			La reelección parlamentaria tiene múltiples beneficios para el sistema político: favorece la carrera política y la profesionalización en el cargo a partir de la experiencia; brinda incentivos para una mejor gestión y facilita la rendición de cuentas. A diferencia del presidente, los congresistas no manejan recursos. La presencia de políticos con experiencia facilita la negociación y el acuerdo entre los actores (Valencia Escamilla, 2009). La prohibición de la reelección parlamentaria «genera mayores alicientes para el amateurismo político y la fluidez partidaria» (Levitsky & Zavaleta, 2019). Para la Comisión de Venecia, un legislativo experimentado está en mejores condiciones de ejercer su función de control político; el legislativo tiene, al ser colegiado, partidos de oposición, y finalmente, el trabajo parlamentario se desarrolla con mayor apertura y transparencia (European Commission for Democracy through Law, 2019). Por las razones expuestas la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política recomendó eliminar la prohibición. 

			Históricamente la tasa de reelección en Perú es baja. Desde 1939 ha sido de 19%; entre 2001 y 2016, 22% en promedio. En el último congreso en el que se permitió la reelección hubo solo nueve (6,9%) congresistas reelegidos luego de uno o más periodos. Solo tres de ellos continuaron en el mismo partido político. 

			12. Las reglas de financiamiento27 

			En los últimos años, el Perú ha modificado la regulación del financiamiento a los partidos y a las campañas, con el objetivo de reducir la vulnerabilidad de los partidos políticos ante las fuentes de dinero ilícito. Las primeras reglas se dieron en el año 2003, con la ley de partidos políticos, ley 28094, que reguló topes para los aportes y la obligación de informar. La referida ley estableció el financiamiento público directo, pero no fue hasta 2016 cuando se habilitó el presupuesto para cumplir con esta disposición. Solo los partidos políticos y alianzas electorales que obtienen representación en el Congreso reciben recursos del Estado. Con tal fin, el Estado destina el equivalente al 0,1% de la unidad impositiva tributaria (UIT) por cada voto emitido para elegir representantes al Congreso. En el año 2005, la ONPE dictó el reglamento de financiamiento y supervisión de fondos partidarios. En el año 2017, la ley 30689, ley que modifica el título VI de la ley 28094, ley de organizaciones políticas, y la ley 30225, ley de contrataciones del Estado, con el fin de prevenir actos de corrupción y el clientelismo en la política aumentaron las fuentes de financiamiento, precisaron topes y la obligación de bancarizar los aportes mayores a una UIT. En el año 2018, mediante referéndum, se elevaron a rango constitucional las reglas de financiamiento de las organizaciones políticas. La reforma estableció reglas, principios y disposiciones que requerían de otras normas de desarrollo. Entre las reglas precisó que el financiamiento de organizaciones políticas puede ser público y privado. Asimismo, que solo mediante financiamiento público indirecto se realiza la difusión de propaganda electoral en medios de comunicación radiales y televisivos. Los principios que deben orientar la legislación sobre la materia están orientados a asegurar el funcionamiento democrático de las organizaciones políticas y la transparencia sobre el origen de sus recursos económicos, así como su verificación, fiscalización, control y sanción. El financiamiento de organizaciones políticas se rige por ley conforme a criterios de transparencia y rendición de cuentas. El financiamiento público promueve la participación y fortalecimiento de las organizaciones políticas bajo criterios de igualdad y proporcionalidad.

			Las disposiciones aprobadas incluyeron materias que requerían normas de desarrollo. La Constitución señala que el financiamiento privado se realiza a través del sistema financiero, la ley debía establecer las excepciones, topes y restricciones. Otra ley debía regular las sanciones administrativas, civiles y penales que genera el financiamiento ilegal. 

			En 2019 se aprobó, mediante ley 30997, la modificación del Código Penal, incorporando los delitos contra la participación democrática, en las modalidades de delito de financiamiento prohibido de organizaciones políticas, falsedad de la información sobre aportaciones, ingresos y gastos de organizaciones políticas y fuentes de financiamiento legalmente prohibidas. La pena privativa de la libertad puede llegar a ocho años.

			En setiembre de 2020, mediante ley 31046 se modificaron las reglas para el financiamiento de organizaciones políticas. Las modificaciones más relevantes respecto de la aludida ley 30689 de 2017 fueron: i) la obligación de bancarizar todo aporte privado en dinero que supere el 25% de una UIT. Los aportes privados en especie y los que no superen el 25% de una UIT se efectuarían mediante recibo de aportación; ii) la reducción del monto que podría recaudarse por la realización de actividades proselitistas, de 250 a 100 UIT por actividad, incrementando el control sobre estas actividades y estableciendo la obligación de la organización política de identificar a los aportantes de las actividades proselitistas y de remitir la relación a la ONPE; iii) se incluye entre las fuentes de financiamiento prohibido el aporte de personas condenadas o detenidas por presunta comisión de delitos de crimen organizado; iv) la presentación de dos entregas obligatorias con la información financiera de los aportes, ingresos recibidos y gastos efectuados durante la campaña electoral. Al menos una entrega durante la campaña electoral como control concurrente; v) la ampliación de otros rubros para utilizar los recursos provenientes del financiamiento público directo. Entre estos la contratación de personal y servicios diversos, la realización de encuestas, desarrollo de sistemas informáticos o herramientas digitales y procesamiento masivo de datos; vi) se contempla la posibilidad, en casos extremos, de suspender la inscripción de la organización política hasta que las observaciones respecto del incumplimiento reiterado de obligaciones cuya calificación corresponde a infracciones muy graves formuladas por la ONPE; vii) en el uso de la franja electoral, se incluye el principio de igualdad y no discriminación, por el cual la propaganda electoral no puede contener mensajes sexistas, racistas ni basados en estereotipos de género que perjudiquen o menoscaben la participación política de las mujeres y otros colectivos.

			13. Comentarios finales

			Las reformas que dieron lugar a nuevas reglas de juego se presentaron, aprobaron y aplicaron en el contexto de elecciones muy complejas. El contexto descrito muestra la intensidad de la triple crisis —política, económica y sanitaria— en el que se desarrolló el proceso de reforma y las elecciones de 2021. 

			Las crisis suelen ser el escenario para el impulso de reformas. Sin embargo, era poco probable que estas se aprueben, debido a la tensión entre Ejecutivo y Legislativo, así como por la fragmentación del Congreso en el periodo analizado. No obstante, como puede observarse, la agenda legislativa del periodo 2016-2021 estuvo marcada por las reformas. 

			El balance en la aprobación de reformas electorales es de tal magnitud que el marco normativo modificó la inscripción de candidaturas, la participación política de mujeres, las reglas de financiamiento y la publicidad política en radio y televisión. 

			Han quedado pendientes la implementación de las PASO, postergadas por decisión del Congreso a causa de la pandemia. Asimismo, el debate y la aprobación de otras reformas, como por ejemplo los ajustes en el calendario electoral, la eliminación de la publicación de encuestas y medidas para una mayor participación electoral. 
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			El impacto de la segunda vuelta en la fragmentación de la política peruana

			Javier Albán González1

			1. Introducción

			Una de las características más llamativas de la elección presidencial peruana de 2021 fue, sin duda, el rechazo generalizado que mostró la ciudadanía hacia la oferta electoral de las candidaturas presidenciales que se presentaron en la primera vuelta. El candidato ganador, Pedro Castillo, de Perú Libre, obtuvo apenas el 18% de los votos válidos2, considerablemente menos que quienes encabezaron la votación en 2016 (Keiko Fujimori, 40%), 2011 (Ollanta Humala, 32%), 2006 (Ollanta Humala, 31%) y 2001 (Alejandro Toledo, 37%). Además, por primera vez desde el retorno a la democracia, ningún candidato durante toda la campaña —ni siquiera Castillo— fue capaz de superar la barrera de 20% de intención de voto a nivel nacional, según las mediciones de la encuestadora Ipsos Perú3. Un escenario así dificulta la gobernabilidad y, más bien, facilita la activación de los problemas potenciales de los sistemas presidencialistas, como los conflictos de legitimidad entre el Legislativo y el Ejecutivo, o que la inflexibilidad del mandato presidencial se vuelva un problema para la estabilidad (Linz, 1990)4.

			¿Qué explica este nivel de desafección? En la literatura política reciente se ha dado cuenta de ciertas situaciones y fenómenos que podrían darnos al menos parte de la respuesta, como la falta de un sistema de partidos políticos sólidos e institucionales (Muñoz, 2012; Levitsky & Zavaleta, 2016; Rubio, 2015; Tanaka, 2017), el relativamente poco entusiasmo o aprecio que existe en el Perú por la idea misma de vivir en una democracia (Latinobarómetro, 2018; Torres, 2020), o incluso la diversidad étnica (Madrid, 2005; Lublin, 2015). En lo que sigue, no obstante, me concentraré en analizar el rol de otro factor que, en el caso peruano, también habría contribuido de forma relevante a crear las condiciones favorables para una fragmentación espontánea y cada vez más pronunciada de las preferencias electorales frente a la oferta política de candidaturas presidenciales: la adopción de la regla electoral de mayoría absoluta con segunda vuelta.

			Esta modalidad de elección implica que, si ninguna candidatura logra más del 50% de los votos válidos en una primera ronda, se activa una segunda ronda entre los dos candidatos que obtuvieron más votos5. Si bien esta regla fue adoptada por primera vez en el Perú en la Constitución de 1979, hasta antes del año 2000 solo había sido puesta en práctica en las elecciones de 19906. En lo que va de este siglo, sin embargo, el que la elección presidencial se resuelva en una segunda vuelta se ha convertido en la nueva normalidad. Nadie ha logrado volver a ganar en abril desde Alberto Fujimori en 1995.

			¿Cómo es que la segunda vuelta habría impactado en la fragmentación antes descrita? Desde hace varias décadas, un campo de la ciencia política se ha dedicado a estudiar y debatir cómo es que determinadas reglas electorales pueden causar diferentes efectos en la psicología de los votantes, políticos, donantes y, finalmente, en los sistemas de partidos (Duverger, 1957, 1986; Cox, 1997). Entre las contribuciones más importantes y también más debatidas en este campo se encuentran las «leyes sociológicas» del politólogo y jurista francés Maurice Duverger, una de las cuales sugiere que las elecciones con mayoría absoluta en dos vueltas —como la elección presidencial peruana— tienden a fragmentar la oferta efectiva de partidos políticos (Riker, 1982; Nohlen, 2013), y por ende de candidaturas a la presidencia (Jones, 1999; Nohlen, 2007; Duque, 2019). Por el contrario, la regla de la mayoría simple o relativa en una sola vuelta7 tiende más bien a concentrar la oferta efectiva de partidos y candidatos8. Ello pues esta última regla, por un lado, crearía más incentivos que la primera para que se formen alianzas electorales desde el inicio de la campaña y, por otro lado, limitaría más el número de opciones por las cuáles votar podría resultar ‘estratégico’ para quienes quieran evitar sentir que han ‘desperdiciado’ su voto en alguien sin opciones.

			En la práctica, existen países donde la realidad del sistema político parece claramente alineada con estas teorías sobre la concentración o fragmentación de la oferta efectiva de partidos (Colombia, Estados Unidos), pero también hay otros en los cuales esto ha sido menos claro (Costa Rica, Reino Unido), lo que ha dado origen a varios cuestionamientos o matices a lo planteado por Duverger (Martínez, 2006; Dunleavy, 2012, McClintock, 2018). En este capítulo argumentaré que haber adoptado la segunda vuelta para la elección presidencial habría contribuido, al menos en el caso peruano, a la fragmentación que vimos reflejada varias décadas más tarde en el proceso electoral de 2021. Esta regla habría permitido que cada cinco años se reduzcan los incentivos para la formación de alianzas electorales y se facilite el ingreso de nuevos actores, por quienes votar podría ser considerado ‘estratégico’. La consecuencia de que esta fragmentación haya sido progresiva y no solo una anomalía de las elecciones de 2021 sería que hoy, gracias en parte a la segunda vuelta y mientras nada más cambie, los actores políticos —votantes y candidatos— continuarán teniendo incentivos para comportarse de forma tal que el escenario se mantenga igual o incluso se fragmente más, hasta que el tablero vuelva a ser alterado por algún shock interno o externo9.
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